En la ciudad de Buenos Aires, capital de la República Argentina, a los 12 días del mes de noviembre de 2013, reunidos en acuerdo los señores jueces de la Sala "C" de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, para conocer del recurso interpuesto en los autos "G. B. D. V. Y OTROS C/ R. C. E. Y OTROS S/ DAÑOS Y PERJUICIOS", expediente n° 58.415/2008, respecto de la sentencia corriente a fs. 543/547, el tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿se ajusta a derecho la sentencia apelada? Practicado el sorteo, resultó que la votación debía efectuarse en el orden siguiente: Sres. Jueces de Cámara Dres. Diaz Solimine, Alvarez Juliá y Cortelezzi. 

Sobre la cuestión propuesta el Dr. Díaz Solimine dijo: 

I) Invoca la parte actora como causa de su pretensión resarcitoria el acaecimiento de un evento dañoso, producido el día 14/8/05, siendo aproximadamente las 4.00 A.M., mientras el vehículo Fiat Siena, dominio FAY 810, con cinco personas a bordo circulaba por la ruta nacional n° 34, de la localidad de Luis Palacios, Provincia de Santa Fé. 

En dichas circunstancias, al llegar a la intersección con la ruta nacional N° AO12, apareció por la misma el camión dominio RZS 731 que por no respetar las indicaciones de tránsito generó el accidente, en el que fallecieron tres de los pasajeros del vehículo y su conductor, sobreviviendo únicamente el coactor menor de edad F. A. Z. 

A través de la sentencia de grado se desestimó la demanda promovida. 

Se alzan contra ella la actora, cuya expresión de agravios corre a fs. 576/80, replicada a fs. 582/585 por la demandada y su aseguradora; y la Sra. Defensora de Menores de Cámara quien a fs. 587 se adhiere a las quejas vertidas por la accionante. 

II) Principiaré por decir que no hay debate en torno al marco legal aplicable, que será a la luz del art.1113, segundo párrafo, segunda parte del Código Civil. 

Con lo cual, y encontrándose reconocido el hecho, le correspondía a los demandados probar no ya su falta de culpa, sino que el accidente se produjo por la de la víctima tal como alegaron al contestar demanda. Ello, de conformidad con lo normado por el artículo 377 del Código Procesal.

Así, a partir del reconocimiento del hecho, brindaron los accionados su versión sobre la mecánica en las contestaciones de demanda. Dijeron que fue el conductor del automóvil quien violó las normas de tránsito circulando a una velocidad excesiva y desaprensiva, sumado a que no respetó la prioridad de paso que le correspondía al camión. 

Se tuvo por probada tal eximente en la instancia de grado y se rechazó la demanda, lo cual genera las quejas de la actora. 

En sus agravios, puntualiza en que no se haya meritado que el camión llevó a una confusión al circular con las balizas encendidas y su falta de cumplimiento a la señalización que lo obligaba a detenerse en el cruce. Adhirió a sus argumentos la Sra. Defensora de Menores de Cámara. 

III) La obligación de los magistrados de decidir las cuestiones conducentes para el fallo, se circunscribe a las que estimen necesarias para la sentencia que deben dictar (Fassi, Santiago "Código Procesal Civil y Comercial, comentado, anotado y concordado", T. I, pág. 278), y no se encuentran ceñidos a seguir el enfoque jurídico esgrimido por las partes, ni tampoco rebatir todos y cada uno de los fundamentos por ellas invocados (conf. esta Sala, in re "Emprovial S.A. c/ G.B. y Cia. S.A. s/cobro de sumas de dinero", 15/10/2002, L.336.672). 

Me limitaré así a considerar los agravios sobre aquellas cuestiones centrales que sean útiles para la decisión (conf. esta Sala, in re: "Solari, Azucena Mabel y otro c/ Iriarte, Adriana Noemí y otro s/daños y perjuicios", 07/03/2000, L.275.710). 

A su vez, y tal como lo ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación, "¼Los jueces no están obligados a ponderar una por una y exhaustivamente todas las pruebas agregadas a la causa, sino sólo aquéllas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones ni, imperativamente, tratar todas las cuestiones expuestas o elementos utilizados que a su juicio no sean decisivos¼" (Fallos: 333, 526; 300:83, 535; 302:676, 916, 1073; 303:235, 1030; 307:1121). 

Me detendré entonces sobre algunos aspectos específicos de la prueba adunada. 

Se encuentran glosadas al expediente copias certificadas de la causa penal N° 2104/5 (ver fs. 143/304), de la cual se extrae la sentencia obrante a fs. 265 en la cual el juez interviniente decidió archivar la causa por entender que el conductor del camión -codemandado C. E. R.- no había violado ninguno de los deberes de cuidado al comando de su vehículo. 

También sobreseer al conductor del otro vehículo -Hugo Rolando Z.- pero por haber fallecido tras el siniestro. 

Luce a fs. 161 la declaración brindada en dicha sede por el codemandado M. Á. R., conductor del camión en la emergencia. 

Relató allí que circulaba por la ruta nacional AO12 con destino a Junín.Que llegando al cruce con la ruta nacional n° 34 ".puse las balizas como es mi costumbre, miré del lado de Rosario, vi una luz que venía lejos, y del otro lado no venía nadie, pasé despacio, porque después está el paso a nivel y como conozco la ruta, porque paso frecuentemente, iba a una velocidad moderada, cuando ya había pasado el chasis, sentí el ruido de una frenada y sentí un golpe, el camión se movió hacia el costado, hizo como una tijera, bajé del camión pensando que el auto me había agarrado atrás del acoplado y vi que el auto estaba entre el chasis y el acoplado.". Para finalizar, aclaró que para él el hecho se produjo porque ".la persona que manejaba el automóvil, no observó que yo cruzaba con el camión, por la distancia que venía, tenía tiempo de frenar y recién frenó encima, no se si conocía que había un cruce o no, pero venía a mucha velocidad.". 

De la inspección ocular realizada por personal policial en sede penal y la pericia mecánica llevada a cabo en autos por el perito Ing. F. C. A. a fs. 356/360, 421/422 7 430/431, pueden extraerse una serie de conclusiones que no se hallan a esta altura controvertidas. 

Surge así que sobre la ruta n° 34 se encontraba enclavado, previo al cruce, un cartel indicador de "ceda el paso", aunque el perito ingeniero designado en autos fue terminante al afirmar que por el estado de borrosidad que presentaba, no resultaba fácil su advertencia (fs. 359). No obstante, el primer aviso hacia los conductores, era una señalización anticipadora del cruce de rutas a 500 metros. Luego, se limitaba la velocidad en 40 kilómetros por hora. 

Sobre la ruta nacional A012, en tanto, se establecía mediante cartelería idéntico límite a la velocidad.Variaba sí la indicación previa al cruce, ya que lucía un cartel con fondo rojo y la inscripción "PARE" en letras blancas, además de avisos sobre paso a nivel de ferrocarril en los metros posteriores al cruce de rutas. 

Con relación a la velocidad desarrollada por los vehículos involucrados, estableció el perito ingeniero que rondaba los 40 km./h. para el camión. En cuanto al Fiat Siena, pudo estimarla a través de las huellas de frenada de 55 metros halladas en la calzada, en alrededor de los 110 km./h. al iniciarse el frenado. Nada se dijo respecto a cuál era al momento del impacto. 

Diré que no me genera dudas que la excesiva velocidad desarrollada por el fallecido conductor del automóvil ha tenido influencia causal en la producción del hecho, a punto tal de configurar "a priori" la eximente prevista en el citado art. 

1113 del Código Civil. Ante ello, surge el interrogante posterior, y es si el quiebre en la relación de causalidad ha sido total o parcial. Es decir, siendo el hecho de la víctima causa adecuada del daño, ¿lo ha sido exclusiva o concurrentemente con el riesgo introducido por las demandadas? IV) Sobre el particular, cuadra recordar en este estado que el hecho de la víctima previsto en el art. 1111 del Código Civil, y contemplado como eximente en el art. 1113, es la conducta voluntaria o involuntaria del damnificado directo que intervino total o parcialmente en la producción del evento dañoso. 

Para liberar total o parcialmente de responsabilidad, debe reunir las siguientes condiciones: ser la causa adecuada de la producción de los perjuicios, no ser imputable al demandado y tenerse certeza sobre su existencia (conf. Bueres-Highton, "Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial", Buenos Aires, 1999, Hammurabi, t.3A, págs. 

421/423). 

En tanto, alguna doctrina -tomada inclusive por la Corte Suprema de Justicia de la Nación- ha exigido que, para quebrar totalmente la relación de causalidad, el hecho de la víctima debe reunir los caracteres de imprevisibilidad e inevitabilidad, propios del caso fortuito (Fallos 308:1597). 

Creo yo como otros, sin embargo, que tal exigencia no es necesaria y lleva a confundir la eximente que aquí nos ocupa con el caso fortuito, subsumiéndola en esta última de manera poco convincente y con inevitable pérdida de autonomía. Así lo han entendido algunos autores, insistiendo en que "basta con que sea causa adecuada del evento nocivo para que libere total o parcialmente de responsabilidad según su influjo en el ilícito" (conf. Pizarro, Ramón Daniel, "Responsabilidad civil por riesgo creado y de empresa contractual y extracontractual", 1ª ed., 1ª reimp., Buenos Aires, La Ley, 2007, pág. 253, con cita a Sagarna, Fernando, en Bueres-Highton, ob. cit., pág. 424). De otro modo, no tendría sentido el distingo entre ambas eximentes en la letra de la ley, replicada en otros sistemas de responsabilidad objetiva de nuestro sistema. 

Con todo, lo que sí no se discute es que el "quid" radica en la causalidad.Para fulminar el nexo causal -como se decidió en la instancia de grado-, la conducta de la víctima debe aparecer como la única y excluyente causa adecuada del resultado dañoso. 

V) Con tal introito, y sin emitir un juicio de culpabilidad sobre las demandadas impropio de este microsistema, diré con convencimiento que desde mi punto de vista tanto la cond ucta desplegada por el conductor del automóvil como el riesgo introducido por el camión han operado concurrentemente como factores jurídicamente relevantes en la producción del daño. 

Veamos por qué. 

Contrariamente a la prioridad de paso para el vehículo de mayor porte aludida en las contestaciones de demanda, no hay discusión a esta altura sobre la existencia del cartel de "PARE" en la vía por la cual circulaba el camión. 

En este sentido, es sabido que de acuerdo al art. 41 inc. a) de la ley 24.449 la prioridad de paso al que circula por la derecha se pierde ante la existencia de señalización en contrario. 

Ello obedece, a su vez, a la directiva general contenida en el art. 36 de dicha ley que prevé que: "En la vía pública se debe circular respetando las indicaciones de la autoridad de comprobación o aplicación, las señales de tránsito y las normas legales, en ese orden de prioridades". De allí que, el señalamiento específico goce del rango de preferencia contenido en esta escala jerárquica de prioridades. 

Ya puntualmente sobre este cartel, se ha dicho con criterio que comparto que "Cumple una función análoga a la del semáforo en rojo, ya que es obligatorio detenerse totalmente antes de la encrucijada. Sólo se puede avanzar cuando no lo haga otro vehículo o peatón por la vía transversal. Más aún, la detención es obligatoria aunque nadie circule por la transversal" (conf. CNCiv, Sala G, primer voto de la Dra. Areán en autos "Persano, Alejandro F.c/ Martínez, Elvira" , LA LEY 2007-E, 658, el resaltado me pertenece). 

También se señaló que en una intersección en la cual existe un cartel que dice "PARE", se debe detener totalmente la marcha, sin emprender el cruce hasta cerciorarse de la posibilidad de realizarlo sin peligro para sí mismo ni para terceros (conf. CNCiv., Sala "L", "Fernández, Liliana Mónica y otros c/ Bonavera, Walter Oscar y otros", 28/04/2009, La Ley 15/09/2009, 3, con nota de José Luis Correa; íd., Sala D, "Núñez, Manuel A. c/ Zabala, Enrique C. y otro s/Daños y perjuicios", del 6/10/1997. Nuevamente el resaltado me pertenece). 

Basta con una simple lectura a los dichos del conductor del camión para colegir que ninguno de estos recaudos fue tomado al intentar el cruce. Dijo simplemente haber aminorado la velocidad, sin aludir a detención alguna, y precisó también haber visto las luces del automóvil con anterioridad a proseguir su marcha. Tal reconocimiento quita cualquier tipo de sorpresa a la aparición del Fiat Siena. 

Agrego a ello, y si se me permite la digresión al traer un criterio propio de la "culpabilidad", que el rigor con que debe valorarse la conducción en un chofer profesional de un vehículo de tal porte, es mucho mayor (arg. Art. 902 del Código Civil). En tal sintonía, fue concluyente el perito ingeniero al afirmar a fs. 358vta. que, de haberse detenido el camión tal como lo indicaba la señalización, el impacto no se hubiese producido. Se trata de una hipótesis que, en lo demás, surge del propio sentido común. 

De allí, que la prioridad de paso alegada en las defensas de fondo al contestar demanda no ha sido probada (art.377 del Código Procesal). 

No considero entonces, como lo hizo la anterior sentenciante, que el hecho de la víctima resulte la única causa adecuada de los daños padecidos y, por tanto, haya quebrado totalmente el nexo causal correspondiente al obrar antijurídico de la demandada. 

Contrariamente, y por los argumentos expuestos, me hallo persuadido que la excesiva velocidad desarrollada por el fallecido conductor del automóvil, ha operado concurrentemente con el riesgo introducido por las demandadas como causas adecuadas en los daños padecidos. 

Bien lo explican Trigo Represas y Cazeaux, al decir que si la culpa de la víctima sólo ha tenido incidencia parcial en los daños, el perjuicio habrá de resultar de la interferencia o conexión de dos cadenas distintas: la que se origina en la culpa del damnificado y la que proviene del "riesgo o vicio" de la cosa, produciéndose entonces lo que se conoce como "concurrencia de causas" o "cocausación"; en cuyo supuesto la responsabilidad objetiva no desaparece pero sí se atenúa, circunscribiéndose a los límites en que el riesgo o vicio contribuyeron realmente a la producción del evento dañoso, dentro de los cuales únicamente le corresponderá indemnizar al dueño o guardián (Cazeaux, Pedro N. y Trigo Represas, Félix A., "Derecho de las Obligaciones", 4ª ed., Buenos Aires, La Ley, 2010, v. 5, pág. 394, con cita a Compagnucci de Caso, Rubén, "Responsabilidad civil y relación de causalidad", Astrea, Buenos Aires, 1984, pág. 61, nº 9). 

Con todo, juzgo entonces que el quiebre del nexo causal ha tenido lugar sólo en un cincuenta por ciento. 

Bajo tal alcance, propongo admitir los agravios de la actora, revocar el fallo apelado y hacer lugar parcialmente a la demanda promovida contra C. E. R. y M. Á. R., en sus calidades de dueño y guardián, respectivamente, del camión que intervino en el hecho. 

La condena se extenderá contra "Barkley International Seguros S.A." en los términos del art.118 de la ley 17.418 y en la medida del seguro contratado. 

VI) LEGITIMACIÓN PASIVA DE N. B. DE R. Y "TRANSPORTE R. B. S.H. (SOCIEDAD DE HECHO)" : 

Distinto alcance merecerá la demanda entablada contra los aquí referenciados, pese a que no opusieron la excepción prevista en el art. 347 inc. 3º del Código Procesal. 

En este punto, reiteradamente se ha dicho que es deber del juez determinar en la sentencia si las partes se encuentran legitimadas para demandar y ser demandadas con independencia de la actitud que puedan haber asumido las partes. De manera que, aún no opuesta la defensa de falta de legitimación, el sentenciante tiene que examinar de oficio la cuestión porque se trata de uno de los elementos de la pretensión (conf. Fenochietto-Arazi, "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación", t. II, p. 195 y sgts.; Falcón, "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación", t. III, p. 44 y sgts.). 

Así se ha señalado que la calidad o legitimación para obrar es resorte y función investigadora de oficio del juez en la oportunidad de dictar sentencia, pues la calidad de titular del derecho del actor o la calidad de obligado del demandado es requisito necesario del fallo (CNCiv., Sala A, "Veronese, Victorio Oscar c/ Paternostro, Hugo Ismael y otro s/ Cumplimiento de Contrato", del 12/05/09, y las citas allí referenciadas). 

Ofreció la parte actora en su escrito inicial prueba informativa tendiente a acreditar la titularidad registral del camión con acoplado involucrado en el hecho. Fue declarada negligente en su producción a través del decisorio de fs. 461/462. 

Sin embargo, de los informes de dominio originales adunados a fs. 10/12 y 13/15 junto a la demanda -que no merecieron especial cuestionamiento- así como de las copias certificadas de la causa penal, surge la titularidad registral de C. E. R. Tampoco resultó cuestionado que Miguel Ángel Ríos ostentaba la calidad de "guardián". 

No ocurre lo mismo con N. B. de R. y "Transporte R. B.S.H.". 

De la primera, sólo surge su calidad de tomadora del seguro de responsabilidad civil (ver fs. 322/324), mientras que de la sociedad simplemente se observa pintado su nombre en las lonas que cubrían el camión en su sector de carga (ver fotografías de fs. 202). 

Se colige entonces, que ninguno de ellos resulta legitimado pasivo a la luz del art. 1113 del Código Civil. 

Particularmente sobre la codemandada B. de R., se ha dicho recurrentemente que no puede hacerse extensiva al tercero tomador del seguro del automóvil la condena, puesto que no resulta ni titular ni guardián del rodado al momento del hecho, siendo éstos los únicos sujetos pasivos señalados por el art. 1113 del Código Civil (CNCiv., Sala "H", "Mederos, Ayo Oscar Darío c/ Martínez, Walter Gabriel y otros" , 17/09/2007, La Ley Online, AR/JUR/6439/2007, entre otros). 

Voto entonces por declarar la falta de legitimación pasiva contra los aquí nombrados y mantener entonces respecto de ellos el rechazo de demanda decidido en la instancia de grado. 

VII) RUBROS INDEMNIZATORIOS: 

Me adentraré en el examen de los rubros pretendidos. "Revocada la sentencia de primera instancia, que no había entrado al fondo del asunto y no había fijado la indemnización por rechazar la demanda, el Tribunal de Alzada debe entrar a resolver plenamente" (CNCiv., en pleno, "Gaggero de Simonetti, María c/ Bogopolsky, Josué" , J.A. 1955-III-208). 

VII.1) Incapacidad psicofísica sobreviniente y tratamiento psicológico: 

Se reclamó por este rubro la cantidad de $30.000 para el menor F. y $15.000 respecto de la coactora G., sujeto a lo que en más o en menos resultare de la prueba de autos.También la suma conjunta de $18.720 destinada a cubrir tratamientos psicológicos y psiquiátricos. 

La indemnización por incapacidad sobreviniente tiene por finalidad cubrir no sólo las limitaciones de orden laborativo, sino también la proyección que aquella tiene con relación a todas las esferas de su personalidad, es decir, la disminución de su seguridad, la reducción de su capacidad vital, el empobrecimiento de sus perspectivas futuras, etc. (conf. esta Sala en causa libre n.º 49.512 del 18/9/1989; Llambías, J.J., "Tratado de Derecho Civil-Obligaciones", t. IV-A, pág. 120, n.º2373; Kemelmajer de Carlucci, en Belluscio-Zannoni, "Código Civil y leyes complementarias, comentado, anotado y concordado", t. 5, pág. 219, n.º 13; Cazeaux-Trigo Represas, "Derecho de las obligaciones", t. III, pág. 122; Borda, G. A., "Tratado de Derecho Civil Argentino -Obligaciones", t. I, pág. 150, n.º 149; Mosset Iturraspe, J., "Responsabilidad por daños", t. II-B, pág. 191, n.º 232; Alterini-Ameal-López Cabana, "Curso de Obligaciones", t. I, pág. 

292, n.º 652). 

En suma, el resarcimiento por incapacidad comprende, con excepción del daño moral, todos los supuestos susceptibles de reparación patrimonial, incluso los daños a la salud y a la integridad física y psíquica. 

Por otro l ado, bueno es recordar también -como lo ha destacado el Tribunal (conf. CNCiv, Sala "F", en causa libre nº 104.671 del 14/9/1992, entre muchas otras) que el monto que pueda acordarse, de ninguna manera puede surgir como una resultante de un cálculo estricto efectuado en base a la "expectativa de vida" que pudiera tener la víctima, o a los porcentuales rígidos de incapacidad que surgen de los dictámenes periciales pertinentes.Es que las indemnizaciones tabuladas, atendiendo estrictamente a los por-centajes de incapacidad, tiene su ámbito de aplicación exclusivamente en los juicios laborales por accidentes de trabajo. 

Es cierto que la edad de la víctima y sus expectativas de vida, así como los porcentajes de incapacidad, constituyen valiosos elementos referenciales, pero no es menos cierto sostener que el resarcimiento que pudiera establecerse, cualquiera sea su naturaleza y entidad, debe seguir un criterio flexible, apropiado a las circunstancias singulares de cada caso, y no ceñirse a cálculos basados en relaciones actuariales, fórmulas matemáticas o porcentajes rígidos, desde que el juzgador goza en esta materia de un margen de valoración amplio. 

De la historia clínica remitida a fs. 445/459 por el Hospital Provincial del Centenario, Provincia de Santa Fe, surge el ingreso del menor F. con politraumatismos y traumatismo de cráneo con pérdida de conocimiento. A través de tomografía computada se estableció la existencia de contusión hemorrágica de 55mm frontal izquierda. A su vez, se colocó yeso por fractura de cúbito y radio distal izquierdo. 

En tanto, luce a fs. 367/370 la pericia médica elaborada por el Dr. J. L. A. Concluyó allí el experto que el menor no padece secuelas físicas derivadas del hecho de autos. Sí ponderó que a raíz de las lesiones padecidas tuvo una incapacidad transitoria por sesenta días. No estimó la necesidad de tratamiento alguno. 

En la faz psíquica, se expidió a fs. 391/395 la perito psicóloga N. E. A. Indicó que la Sra. G. padece como consecuencia del hecho una neurosis depresiva grado III que le causa una incapacidad del 30%. Ponderó que tal cuadro podría revertirse de realizar un tratamiento adecuado que le permita elaborar su duelo. 

En este sentido, puntualizó que la coactora G. requiere un psicodiagnóstico para precisar diagnóstico y pronóstico, con un costo estimado de $1.000. Que luego de ello, se impone la necesidad de terapia individual una vez por semana, durante dos años.A su vez, una sesión quincenal junto a su hijo F. por igual lapso. 

Finalmente, se refirió a la necesidad de una interconsulta psiquiátrica para evaluar la conveniencia de suministrarle medicación. 

En cuanto al menor F., de nueve años al momento del hecho, halló la siguiente sintomatología: inhibición general de su conducto autoplástica y aloplástica, empobrecimiento yoico y dificultades vinculares en las áreas esencialmente sociales. 

Puntualizó que el hecho interfirió en su vida personal, familiar y social. Que además, tuvo lugar cuando estaba próximo al ingreso del período puberal, que marca la identificación sexual de las personas. En este sentido, notó muy conflictivo su futuro desarrollo y apartamiento de la figura materna. 

Estimó una incapacidad del 30% derivada de una enfermedad obsesiva grado III, con riesgos de cronificación de mecanismos de control y aislamiento en relaciones interpersonales. Indicó la necesidad de un psicodiagnóstico completo, tratamiento psicológico individual una vez por semana y el ya mencionado quincenal junto a su madre. 

Refirió que el tratamiento ayudará a apuntalar al menor en su duelo, aunque resulta difícil determinar si hará desaparecer las secuelas. Pero sí hará, desde su punto de vista, que subsista sólo el dolor propio de las pérdidas de su padre, abuela, primo y un amigo de la familia, acaecidas en el hecho. 

El dictamen recibió la impugnación de las demandadas a fs. 409/410 y mereció respuesta a fs. 416.

De acuerdo con lo previsto en el art.477 del Código Procesal, la fuerza probatoria del dictamen pericial será estimada por el juez teniendo en cuenta la competencia del perito, los principios científicos o técnicos en que se funda, la concordancia de su aplicación con las reglas de la sana crítica y los demás elementos de convicción que ofrezca la causa. 

Si bien el juez es soberano al sentenciar, en la apreciación de los hechos dentro de los que se encuentra el dictamen, debe sin embargo, aducir razones de entidad suficiente para apartarse de las conclusiones del perito, razones muy fundadas para desvirtuarlo, pues su conocimiento es ajeno al del hombre de derecho (Fenochietto-Arazi, "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación", Buenos Aires, Astrea, 1983, Tomo 2, pág. 524). 

Así se ha dicho que el juez debe demostrar que el dictamen se halla reñido con principios lógicos o máximas de experiencia, o que existen en el proceso elementos probatorios de mayor eficacia para provocar la convicción acerca de la verdad de los hechos controvertidos (Arazi, "La prueba en el proceso civil", Buenos Aires, La Roca, pág. 289 y jurisprudencia citada en notas 31 y 32). 

La claridad en las conclusiones del perito son indispensables para allegar el suficiente poder convictivo al ánimo del juez (Devis Echandía, Hernando, "Teoría General de la prueba judicial", Tomo II, pág. 336), y sus conclusiones deben ser convincentes, como consecuencia lógica de sus fundamentos y motivaciones, de modo que el juez, si al apreciar el dictamen entiende que presenta conclusiones poco claras y carentes de sustento, no podrá otorgarle la eficacia probatoria indispensable para formar convicción sobre los hechos controvertidos (Varela, Casimiro, "Valoración de la prueba", Buenos Aires, Astrea, pág.l96). 

Cabe agregar que frente a la categórica o unánime conclusión de los peritos, para apartarse de sus conclusiones debe encontrar apoyo en razones serias, es decir de que la opinión de los expertos se halla reñida con los principios lógicos y las máximas de experiencia, o en el hecho de que no existen en el proceso elementos de mayor eficacia acerca de la verdad de los hechos controvertidos. Por otro lado, cuando el peritaje aparece fundado en principios técnicos o científicos inobjetables y no existe otra prueba que los desvirtúe, la sana crítica aconseja, frente a la imposibilidad de oponer argumentos de ese tipo de mayor valor, aceptar las conclusiones del peritaje (CNCiv., Sala "F", 24/8/1982, E.D.102-331). 

Habré de aceptar las conclusiones de ambos peritos, a las cuales les otorgo al dictamen la eficacia probatoria que prevé el art. 477 del Código Procesal. 

De todos modos, y en cuanto a las secuelas físicas del menor F., señalo que no existe duda que cuando las incapacidades son temporarias no generan "per se" indemnización alguna, salvo que se pueda acreditar especialmente un daño, como sería el lucro cesante, lo que no sucede en autos. 

Por tanto, la mayor incapacidad física que pudo haber tenido próximo al evento no es indemnizable en concepto de incapacidad sobreviniente, que sólo atañe a las secuelas permanentes. 

Con relación a las posibilidades de mejora de ambos actores en su esfera psíquica, diré que en este caso el otorgamiento tanto de daño psíquico como de una partida destinada al tratamiento recomendado, no se contradice ni implica a mi modo de ver una duplicidad de indemnizaciones. 

Así, lo cierto es que resulta difícil establecer pautas sobre el reestablecimiento total y definitivo de los actores, lo que dependerá de la respuesta individual de cada uno de ellos. 

No obstante, sí tendré en cuenta a los fines de la cuantificación que la experta no dudó en afirmar que podría revertirse el alcance de las afectaciones, aunque alrespecto no hay certezas. 

Bajo estos parámetros, teniendo en cuenta las condiciones personales de las víctimas (F. tenía 9 años de edad al momento del hecho y cursaba sus estudios. B. d. V. G. tenía 46 años de edad, se encontraba casada con el fallecido S. y trabajaba en la remisería de ambos), y demás aspectos socio-económicos que surgen de autos, propongo admitir esta la partida "incapacidad sobreviniente" por la suma de $80.000 respecto del menor F. A. S. y $60.000 con relación a la coactora B. d V. G. (arts. 165, 477 y concordantes del Código Procesal). 

A su vez, se fijan las sumas de $29.800 para el menor F. A. S. y $20.200 con relación a la coactora B. d. V. G., para los tratamientos solicitados, que incluyen para el menor la terapia familiar recomendada. 

Diré por fin, que las cantidades deberán adecuarse a los porcentajes de responsabilidad atribuidos. 

VII.2) Daño patrimonial indirecto (valor vida): 

Se demandó por este rubro la suma conjunta de $280.000, sujeta a lo que en más o menos resultare de la prueba de autos. 

Ha dicho esta Sala en los autos "Araujo Rodríguez, Miguelina c/ Villalba, Reynaldo y otros", "Romero, Laurentino y otros c/ Villalba, Reinaldo y otros", "Ramírez, Mabel Beatriz y otros c/ Villalba, Reinaldo y otros" y "Villalba, Reinaldo c/ Trenes de Buenos Aires S.A.", sentencia del 10/5/2005, que ".El denominado valor vida se configura por el daño patrimonial que se causa a los deudos del difunto y que -no cabe duda- merece ser indemnizado, refiriéndose específicamente a la pérdida del sustento que brindaba al conjunto familiar el occiso teniendo en cuenta su actividad laboral; a tal fin, es necesario establecer la situación de todos los miembros del núcleo familiar (edad, condición socio-económico-laboral, sexo, etcétera), no pudiéndose soslayar los derechos y obligaciones recíprocos que crea el ordenamiento jurídico, incluso en cuanto a los derechos alimentarios.Tampoco debe olvidarse la relación que unía a los distintos integrantes del mismo, que va a coadyuvar para la procedencia de este rubro.", habiendo agregado también que se deben tener en cuenta dichos aspectos para establecer el detrimento patrimonial que la muerte del familiar ha causado, quedando al prudente arbitrio judicial la fijación del "quantum" de conformidad con las pruebas colectadas en el expediente. 

También que para la determinación de la indemnización pedida, las entradas económicas no son más que un dato, pues la vida es la fuente de energía desplegada para lograr resultados productivos. Se trata de dos valoraciones económicas, la de lo que produce o puede producir una persona, y la de lo que ella es para poder producir. Las ganancias de una actividad específica no son más que un aspecto de la cuestión, contemplada por el art. 1084 del Código Civil. Pero de los arts. 1068 y 1079 de dicho cuerpo legal, surge que hay otros aspectos, el principal humanamente hablando, es el de determinar qué valor tiene esa vida como tal, fuente de todo tipo o clase de actividades, aparte de la laboral o de la puramente productora. Hay mal hecho a la persona y a sus facultades con la obligación de reparar a quien fue damnificado por el ilícito (CNCiv., Sala C, voto del Dr. Cifuentes en autos "Gómez de Reynoso c/ Ferrocarriles Argentinos", 7/7/1992, LA LEY 1993-A-70). 

Se precisó en la demanda que el fallecido H. S. era chofer de colectivos y propietario de un remís que manejaba en sus horas libres. También que habían alquilado un local en la localidad de Munro, Provincia de Buenos Aires, donde funcionaba una remisería. 

Por su lado, en la ampliación de prueba de fs. 78 la parte actora solicitó el libramiento de oficios a la empresa "M.O.C.B.A. 

(línea 59)" y a la Unión Tranviaria Automotor, a fin de acreditar los ingresos de S.Empero, se la tuvo por desistida a fs.464 de dichas pruebas, por falta de impulso, haciendo efectivo el apercibimiento que se había decretado a fs. 461. Sí en cambio quedó acreditado a través de la causa penal que el Sr. S. era conductor de remís. 

A través del beneficio de litigar sin gastos, en tanto, se acreditó la titularidad respecto de tres automóviles (fs. 72/79 de dicho incidente), que según los dichos de la coactora se utilizaban en la remisería que tiempo después de fallecido su esposo debió cerrar. 

A su vez, a fs. 483/507 de estos autos se adunó el informe emitido por la "Unión de Conductores de Autos al Instante y Remises de la República Argentina (U.C.A.I.R.R.A)", en el cual se da cuenta de la escala salarial, así como que el kilómetro de viaje tiene un costo de $4,80 y el costo de espera $50 por hora. 

En las entrevistas personales integradas a la pericia psicológica puede apreciarse, además, los cambios de hábitos y dificultades generados a raíz del fallecimiento del Sr. S., como ser el del club deportivo a donde concurre F. 

Con estos elementos, propongo admitir esta partida por la cantidad de $300.000 para la Sra. G. y $200.000 para el menor F. A. S., que deberá adecuarse al modo en que se estableció la responsabilidad. 

VII.3) Pérdida de chance: 

Se demandó la cantidad de $150.000 por este rubro. Se referenció en la demanda a las consecuencias económicas del fallecimiento de S., recordando que "era el sostén básico de nuestro hogar". 

Toda vez que del propio fundamento del reclamo surge que no se trata de una "chance" específica frustrada sobre la cual deba estimarse su probabilidad, sino del daño patrimonial propiamente dicho derivado del fallecimiento de la víctima, ya tratado en la partida anterior, se impone su rechazo. 

VII.4) Gastos de farmacia, asistencia médica y traslados: 

Demando la coactora B. d. V. G.la suma de $3.000 para gastos médicos y $4.000 para traslados. 

Reiteradamente la jurisprudencia ha decidido que no es necesario acreditar mediante comprobantes los gastos médicos y farmacéuticos cuando la gravedad de las lesiones autoriza a presumir que se han debido realizar (CNCiv, Sala C, 7/10/1993, L. 111.531). 

Asimismo se ha sostenido que no obsta a la procedencia de este ítem indemnizatorio el hecho de que la damnificada haya sido atendida en algún hospital público o mediante obras sociales, pues también se presume que tales entidades comúnmente no cubren todos los gastos que requiere la atención médica (CNCiv, Sala C, 29/09/1989, L.L. t. 1990-A, pág. 667; id., íd., 10/12/1981, E.D., t. 96, pág. 508; íd., íd., 7/10/1993, L. 111.531, ya citado; íd., íd., 5/10/1995, L. 168.478; íd., íd., 5/10/1995, L. 171.364; íd., íd., 24/2/1998, L. 225.662; íd., íd., 2/10/2001, L. 318.839; íd., íd., 11/08/2004, L. 391.820, entre otros). 

Por otra parte, también debió realizar erogaciones fuera de lo común para traslados. 

No se puede soslayar en este punto, que el hecho ocurrió en la Provincia de Santa Fe, hasta donde tuvo que trasladarse la coactora desde su domicilio en Munro, Provincia de Buenos Aires, para dedicarse a la atención de su hijo allí internado y de las diligencias inherentes al fallecimiento de su esposo. 

Bajo estas pautas, propongo establecer por esta partida la cantidad de $6.000 para la coactora B. d. V. G., que deberá adecuarse a los porcentajes de responsabilidad (art.165 del Código Procesal). 

VII.5) Daño moral: 

Se demandó la cantidad de $90.000 para el menor y la de $60.000 para la esposa de la víctima por este rubro, sujeto a lo que en más o menos surgiera de la prueba de autos. 

Reiteradamente se ha dicho que el daño moral es inmaterial o extrapatrimonial y representa los padecimientos soportados y futuros que tuvieron su origen o agravamiento en el hecho ilícito. Lo dañado son bienes de goce, afección y percepción emocional y física, no estimables por el equivalente pecuniario, pero sí considerables para la satisfacción por medio de sucedáneos de goce, afección y mitigación al sufrimiento emocional y físico (CNCiv., Sala C, 13/10/1992, "Varde c/ Ferrocarriles", voto del Dr. Cifuentes; íd., Sala C, 27/11/1992, "Vinaya c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos", L.L. T.1993- D-278, fallo n° 91.599). 

No cabe duda alguna que en hipótesis como la "sub lite" resulta procedente acceder al daño moral. El detrimento y padecimiento en los sentimientos sufridos desde el mismo momento del accidente en ambos actores por la muerte de su padre y esposo, en cada caso, y las lesiones padecidas por el propio menor surge "in re ipsa". 

Pero tal como lo he sostenido constantemente, resulta sumamente difícil cuantificar los detrimentos y/o padecimientos, que por definición son extrapatrimoniales, y que, sin embargo, el derecho ha establecido una forma, yo diría más de paliar que de compensar; en particular, respecto a los daños ya producidos. 

Quiero dejar perfectamente aclarado que, en mi entender, "paliar" no puede ser entendido como justipreciar, porque el rubro "sub examine", dado su falta de objetividad -como otros rubros que pueden devenir en medios de prueba concretos- determina que el "quantum", deba quedar librado al prudente arbitrio del órgano jurisdiccional.Y éste, al establecerlo, no puede ni crear un enriquecimiento sin causa, ni tampoco fijar una cuantía tan menguada que ningún efecto tenga con respecto al daño padecido. 

Teniendo en cuenta todas estas pautas esbozadas en las líneas precedentes, rubros ya condenados, y teniendo en cuenta que fue solicitada en lo que en más o menos surgiera de la prueba de autos, propongo admitir esta partida por la suma de $200.000 para F. A. S. y $150.000 para B. d. V. G., a la fecha de este pronunciamiento. Artículos 377, 386, 477 y 165 del Código Procesal y 1078 del Código Civil. 

Las cantidades establecidas deberán adecuarse a los porcentajes de responsabilidad atribuidos. 

VIII) INTERESES: 

La doctrina plenaria sentada en autos en autos "Samudio de Martínez, Ladislaa c/ Transportes Doscientos Sesenta s/ Daños y perjuicios" , obliga a aplicar, conforme su punto III, la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina. 

Sin embargo, la convocatoria incluyó un cuarto punto referido al tiempo en que dicha tasa debía aplicarse, lo que deja al descubierto que, a pesar de la amplia mayoría con que contara la mentada tasa activa -luego de fracasar la moción sustentada, entre otros, por los tres integrantes de esta Sala, en el sentido de dejar libertad a los jueces para establecerla en cada caso particular- había una opinión generalizada de adecuar la aplicación de dicho rédito atendiendo a diversas circunstancias como pueden serlo la forma de establecer el monto de la condena, las indemnizaciones u otras obligaciones a las que pudiera aplicársele, la necesidad de acortar el tiempo de los procesos, etc., considerando así diversas tasas según el período en el que debía enjugarse el daño moratorio. Sin alterar, acertadamente, la doctrina plenaria sentada en el fallo "Gómez c/ Empresa Nac.de Transportes" respecto al tiempo en que se produce la mora de la obligación de indemnizar con relación a cada perjuicio, ello no implica, "per se", que hasta el efectivo cumplimiento deba aplicarse la votada tasa activa, sino que será así siempre que no se altere el contenido económico de la sentencia, importando un desplazamiento injustificado de bienes del patrimonio del deudor al del acreedor. 

Es que la imposibilidad de hecho de fijar valores históricos con relación a indemnizaciones por incapacidad o daño moral, entre otros rubros, dada la cambiante realidad que ha caracterizado a la zigzagueante y poco ortodoxa economía de nuestro país, ha llevado en la especie a esta Sala a establecer a la fecha de su pronunciamiento los valores de las diversas partidas. 

De ahí, que atendiendo a los valores ya actualizados en este fallo, propondré para mantener incólume el capital de condena y no sin dejar de advertir que aún la tasa pasiva incluye un porcentaje para hacer frente al envilecimiento del signo monetario, computar los intereses a la tasa pasiva desde la mora hasta el día anterior a este pronunciamiento y desde la fecha de éste y hasta el efectivo pago, a la tasa activa que surge del aludido fallo plenario. 

En el caso de los "gastos por tratamiento psicoterapéutico" los intereses se devengarán desde el dictado de la presente por tratarse de erogaciones futuras. 

IX) COSTAS: 

En virtud de lo normado en el art . 279 del Código Procesal, corresponde readecuar las costas del proceso, imponiéndose las de ambas instancias a las demandadas vencidas, las que serán calculadas sobre el monto de condena. Artículo 68 del Código procesal. 

Con relación a N. B. de R. y "Transporte R. B. S.H.", habré de proponer se impongan las costas del juicio en el orden causado.Fundo ello, no sólo por no haber cuestionado tales codemandados su calidad de legitimados pasivos, sino porque a raíz de las actuaciones penales donde la primera incluso figura en la verificación técnica obligatoria del camión siniestrado, pudo haberse creído con derecho la actora a reclamar como lo hizo (art. 68, segunda parte, del Código Procesal). 

X) Por los fundamentos expuestos, propongo: 1) Revocar el fallo apelado y hacer lugar parcialmente a la demanda entablada. En consecuencia, condenar concurrentemente a C. E. R. y M. Á. R. a abonar la suma de $254.900 al coactor F. A. S. y la de $268.100 a la coactora B. d. V. G., con más los intereses y costas establecidos en los puntos específicos del fallo, dentro del plazo de diez días de firme el presente y bajo apercibimiento de ejecución; 2) Declarar de oficio la falta de legitimación pasiva respecto de N. B. de R. y "Transporte R. B. S.H.", con costas por su orden, según los fundamentos expuestos en los puntos VI) y IX) (art. 68, segunda parte, del Código Procesal); 3) Hacer extensiva la condena a "Barkley International Seguros S.A." en los términos del art. 118 de la ley 17.418 y en la medida del seguro contratado; y 4) Ordenar que las sumas correspondientes al menor F. A. S. sean depositadas en una cuenta a abrirse en el Banco de la Nación Argentina, Sucursal Tribunales, a favor de autos y a nombre de la juez interviniente. 

Las costas de Alzada se imponen a las demandadas condenadas y serán calculadas sobre el monto de condena (art. 68 del Código Procesal). 

Los Dres. Alvarez Juliá y Cortelezzi adhirieron al voto del Dr. Díaz Solimine. 

Con lo que terminó el acto. 

OMAR LUIS DÍAZ SOLIMINE 

LUIS ALVAREZ JULIÁ 

BEATRIZ LIDIA CORTELEZZI 

Buenos Aires, de noviembre de 2013.- 

Y VISTOS: Por la votación que instruye el acuerdo que antecede se RESUELVE: 1) Revocar el fallo apelado y hacer lugar parcialmente a la demanda entablada. En consecuencia, condenar concurrentemente a C. E.R. y M. Á. R. a abonar la suma de $254.900 al coactor F. A. S. y la de $268.100 a la coactora B. d. V. G., con más los intereses y costas establecidos en los puntos específicos del fallo, dentro del plazo de diez días de firme el presente y bajo apercibimiento de ejecución; 2) Declarar de oficio la falta de legitimación pasiva respecto de N. B. de R. y "Transporte R. B. S.H.", con costas por su orden, según los fundamentos expuestos en los puntos VI) y IX) (art. 68, segunda parte, del Código Procesal); 3) Hacer extensiva la condena a "Barkley International Seguros S.A." en los términos del art. 118 de la ley 17.418 y en la medida del seguro contratado; y 4) Ordenar que las sumas correspondientes al menor F. A. S. sean depositadas en una cuenta a abrirse en el Banco de la Nación Argentina, Sucursal Tribunales, a favor de autos y a nombre de la juez interviniente. 

Las costas de Alzada se imponen a las demandadas condenadas y serán calculadas sobre el monto de condena (art. 68 del Código Procesal). 

Ponderando el mérito, valor, extensión y complejidad de las tareas realizadas, etapas cumplidas, proporcionalidad que deben guardar los emolumentos de los auxiliares de la justicia con los de los profesionales del derecho, monto en juego y lo prescripto por los arts. 6, 7, 9, 10, 14, 19, 37 y 38 del Arancel; arts. 6, 80 y 88 del decreto ley 7887/55; Anexo C: Anexo III, art.1° inc. g) del decreto 1467/2011 y arts. 279 y 478 del Código Procesal, se regulan los honorarios de las Dras. S. R. D. S. y R. L. C., -quienes no alegaron- en conjunto, en la suma de ($.); los del Dr. E. J. C., en la suma de ($.); los de los peritos Ingeniero F. J. A., Médico J. L. A. y Psicóloga N. E. A., en la suma de ($.) para cada uno. Asimismo, se fija la retribución de la mediadora V. L. B., en la suma de ($.).

Por la labor en la Alzada, se regulan los honorarios de la Dra. D. S., en la suma de ($.), y los del Dr. C., en la de $26.250; todos los que deberán abonarse en el plazo de diez días corridos. 

Regístrese, notifíquese a las partes, a la Sra. Defensora Pública de Menores de Cámara en su despacho, comuníquese a la Dirección de Comunicación Pública de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Acordada 15/2013) y devuélvase. 

OMAR LUIS DÍAZ SOLIMINE. 

LUIS ALVAREZ JULIÁ. 

BEATRIZ LIDIA CORTELEZZI.
